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5 de julio de 2019 

 
 
Señores(as) 
Secretaría 
Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (Comité o CERD) 
Oficina de Alto Comisionado de Derechos Humanos (OHCHR) 
UNOG-OHCHR 
CH-1211 Geneva 10  
Switzerland 
Vía: cerd@ohchr.org 
 
 

RE: Medidas de Alerta Temprana y Procedimientos de Urgencia: 
Solicitud de acción urgente para responder a la reciente ordenanza 
del Gobierno Regional de Ucayali (con la aquiescencia del Estado) 
que bloqueará la titulación del territorio tradicional de la 
Comunidad Nativa de Santa Clara de Uchunya, exponer sus tierras 
a la invasión y deforestación, y fomentar una escalada de agresión 
contra sus líderes. 
 

Estimados miembros del CERD: 
 

1. Como se recordará, en marzo de 2018, las entidades que suscribimos la presente solicitud le 
presentamos un informe paralelo previo a su período de sesiones en abril de 2018. En él, el 
Comité revisó los informes de los períodos 22 y 23 del Perú. Entonces, nuestro informe 
describió la situación urgente y grave de la Comunidad Nativa de Santa Clara de Uchunya del 
pueblo indígena Shipibo-Conibo (del departamento de Ucayali en Perú) (en adelante “la 
Comunidad”), que ha sido asediada por la expansión agresiva y ampliamente de plantaciones 
de palma aceitera. Estas actividades se han desarrollado de forma ilegal al costo de la integridad 
de los bosques y un medio ambiente sano de sus áreas tituladas existentes (la Comunidad tiene 
un título sobre tan solo 218 has., de las aproximadamente 86 mil has. de su territorio tradicional 
que han reclamado bajo una solicitud formal), y amenazan su supervivencia física y cultural. 
En ese informe de 2018 se explicó que la Comunidad y sus líderes han sido víctimas de 
violencia y amenazas notorias mientras luchan por sus tierras.  

2. A través de esta comunicación, y según las Medidas de Alerta Temprana y Procedimientos 
de Urgencia) adoptadas por el Comité (A/48/18, anexo III) requerimos una acción urgente del 
Comité para responder a una nueva amenaza contra la Comunidad – una ordenanza regional 
recién adoptada por el Gobierno Regional de Ucayali y de inminente implementación.  Como 
explicaremos a continuación, dicha ordenanza es una forma de legislación discriminatoria que 
perjudicará el reconocimiento de las tierras tradicionales de la Comunidad, las abrirá a 
deforestación y destrucción ambiental, violando su derecho a su sobrevivencia física e cultural, 
e promoverán aun mas invasión de sus tierras provocando más violencia y amenazas contra los 
miembros de la Comunidad defendiendo sus derechos.   
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A pesar de los reclamos formalmente presentados hace años ante el Estado para asegurar el 
reconocimiento de su territorio tradicional restante, así como los informes oficiales del 
Gobierno que muestran que las plantaciones que operan en su territorio lo han hecho sin la 
debida licencia, sin consentimiento previo libre e informado de la Comunidad, y con severos 
perjuicios a los recursos naturales en el mismo, el Estado hasta la fecha no ha tomado medidas 
sustanciales para delimitar, demarcar y titular las áreas restantes del territorio de la Comunidad 
ni implemento mecanismos para salvaguardar la totalidad de este territorio reclamado mientras 
este proceso de ampliar su título sigue en marcha.1 Al contrario, ha seguido permitiendo que 
estas tierras ancestrales se abran a la expansión de los monocultivos y los daños ambientales 
asociados, particularmente a través del tráfico ilícito de tierras. De hecho, en nuestra 
comunicación de marzo de 2018, advertimos al Comité que hubo un esfuerzo para reclasificar 
esa parte de las tierras comunales actualmente categorizadas como “Bosques de Producción 
Permanente” (“BPP”), allanando el camino de estas expansiones.2 

3. Después de revisar las contribuciones de las entidades solicitantes y otros, en sus 
Observaciones finales sobre los informes periódicos 22º y 23º combinados del Perú 
Observaciones del 23 de mayo de 2018 (“Observaciones Finales, mayo 2018”), este Comité 
expresó su gran preocupación por: 

la falta de mecanismos efectivos de protección de los derechos de los pueblos indígenas 
sobre sus tierras, territorios y recursos, en parte, debido a la falta de un procedimiento 
adecuado de reconocimiento y titulación de tierras, así como a la concentración 
generalizada de la tierra y la explotación de recursos naturales por entes privados, 
empresas o individuos, lo cual continúa generando graves conflictos sociales. Además, 
le preocupa que el desarrollo de actividades de explotación de recursos naturales 
continúe teniendo un impacto negativo en los territorios, tierras y recursos de los 
pueblos indígenas. (Párr. 16). 

4. En vista de esta preocupación (afirmando recomendaciones anteriores del CERD sobre el 
mismo tema), el Comité recomendó urgentemente al Perú en sus Observaciones Finales (mayo 
de 2018) que: 

a) Establezca un mecanismo adecuado y eficaz que permita la reclamación y 
restitución de tierras y territorios ancestrales, asegurando la asignación de recursos 

                                                             
1 Ha habido diálogos entre la Comunidad y el Gobierno Regional de Ucayali (GOREU) sobre la posible titulación 
de una porción mínima de 1,318 de las 86 mil hectáreas, pero hasta ahora no ha sido finalizado y existen pruebas 
que el GOREU tiene intenciones a desechar la propuesta. Un informe legal interna (Opinión Legal No. 048-2019-
A.L) del GOREU  del 21 de junio 2019 obtenido por los firmantes demuestra que el GOREU esta considerando 
apelaciones formales contra la titulación de la comunidad presentadas por actores asociadas con el trafico de 
tierras en territorio comunal . Disponible bajo solicitud.  
2 Ver página 16 del informe de marzo de 2018 al CERD: “…por un lado el Sr. Huamán Pérez [el entonces Director 
de la Dirección Regional Sectorial de Agricultura del Gobierno Regional de Ucayali] ha expresado repetidamente 
su rechazo hacia los derechos territoriales consuetudinarios de los pueblos indígenas - y más categóricamente 
aún en el caso de Santa Clara de Uchunya declarando que “la propiedad ancestral pasó a la historia” y 
equívocamente declarando que los pueblos indígenas quieren hacer cumplir “la ley de la selva”. Sin embargo, 
ha hecho varias declaraciones públicas sobre la urgencia de reconocer el ‘derecho posesorio consuetudinario’ 
de colonos, incluso la necesidad de cambiar la normatividad forestal vigente y de disolver los “bosques de 
producción permanente” para lograr este fin, evidenciando la primacía que atribuye a los derechos de personas 
no-indígenas y sus usos tradicionales.” 
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humanos, técnicos y financieros adecuados para el funcionamiento efectivo de tal 
mecanismo; [y]  

b) Garantice la protección de los derechos que tienen los pueblos indígenas a poseer, 
utilizar, desarrollar y controlar con plena seguridad sus tierras, territorios y recursos, 
incluso mediante el reconocimiento legal y la protección jurídica necesarios de 
conformidad con los estándares internacionales…(Pár. 17). 

5. Además, el Comité reiteró su preocupación de larga data de que e el Perú “el derecho de los 
pueblos indígenas a la consulta previa con miras a obtener el consentimiento libre, previo e 
informado no ha sido aplicado respecto de las medidas legislativas. Además, el Comité 
continúa preocupado por las deficiencias en torno a los procesos de la consulta previa relativos 
a proyectos de desarrollo y explotación de recursos naturales” (párr. 20).  

6. Por lo tanto, el Comité recomendó en sus Observaciones Finales (mayo de 2018) que el 
Estado: 

a) Asegurar que los pueblos indígenas, y cuando proceda la población afroperuana, 
sean consultados respecto de todas las medidas administrativas y legislativas 
susceptibles de afectar sus derechos, con miras a obtener el consentimiento libre, 
previo e informado;   

b) Adoptar una metodología apropiada para llevar a cabo los procesos de consulta 
previa con miras a obtener el consentimiento libre, previo e informado que tome en 
cuenta las tradiciones y características culturales de cada pueblo; [y] 

c) Garantizar que los procesos de consulta previa para la realización de proyectos de 
desarrollo y explotación de recursos naturales, incluyendo de explotación minera a 
realizarse en tierras y territorios de pueblos indígenas se lleven a cabo de manera 
sistemática e ineludible, en un tiempo oportuno y razonable, proporcionando 
información suficiente y apropiada a los pueblos indígenas consultados. (Párr. 21). 

7. Los solicitantes escriben al Comité en este momento para solicitar urgentemente su 
asistencia porque el Gobierno peruano no solo ha ignorado las recomendaciones reiteradas 
anteriormente del Comité en mayo de 2018, sino que también ha tomado medidas activas para 
actuar en contra de las solicitudes del Comité y amenazar daños irreparables a la Comunidad.  

8. Apenas un mes después de recibir las Observaciones Finales (mayo 2018), el 27 de junio de 
2018, sin consulta previa ni el consentimiento de las principales comunidades afectadas, 
(incluyendo a la Comunidad), el Gobierno Regional de Ucayali (“GOREU”) emitió la nueva 
ordenanza regional N° 010-2018-GRU-CR (ver ANEXO 1)3 que declara de interés público 
regional “el procedimiento de exclusión y formalización de predios superpuestos por los 
bosques de producción permanente, áreas de conservación regional y concesiones en la 
Región Ucayali”, además de la creación de una “Comisión Técnica Legal” para su 
implementación (“la Ordenanza”).  

9. Esta ordenanza regional es violatoria y discriminatoria a los derechos de la Comunidad, pues 
tiene la finalidad de otorgar certificados de posesión a invasores de tierras y formalizar la 
ilegitima ocupación dentro del BPP que se superpone el territorio reclamado por la Comunidad 
                                                             
3 Ordenanza Regional Nº 10-2018-GRU-CR. 
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- tal como fue documentado en el informe ante el Comité presentado en marzo 2018. Mientras 
que las tierras tradicionales de la Comunidad no se hayan titulado, esta reclasificación 
expondría la mayor parte de su territorio tradicional a la destrucción masiva e irreparable a 
través de la expansión agrícola. Como se puede notar en el mapa indicativo adjunto como 
ANEXO 2, mas que 62,000 ha del total del área reclamada por la Comunidad (aproximadamente 
75%) están cubiertos por el BPP.   

10. Al mismo tiempo, esta Ordenanza del GOREU evidencia la persistente discriminación 
étnica en Perú contra los pueblos indígenas.  Representa una amenaza cierta e inminente para 
la Comunidad pues perjudica permanentemente la capacidad de la Comunidad de asegurar la 
consideración adecuada y la acción del Estado a su solicitud de ampliar su área titulada para 
incluir la totalidad de sus tierras ancestrales. El Gobierno nacional ha accedido plenamente a 
esta acción y no ha dado ni un solo paso para cuestionar la acción o detenerla, en espera de 
la titulación, ni mucho menos ha llevado a cabo un proceso de consulta debido con los pueblos 
indígenas afectados por esta acción. 

11. Como se explica a continuación:  

▪ El 27 de junio de 2018, el Gobierno Regional de Ucayali emitió la Ordenanza, que 
“declara de interés público regional el procedimiento de exclusión y formalización de 
predios superpuestos por los bosques de producción permanente, áreas de conservación 
regional y concesiones forestales con fines maderables, concesiones de conservación y 
concesiones de ecoturismo en la Región Ucayali.” Esto fue adoptado a pesar del hecho de 
que solo el Ministerio de Agricultura y Riego (MINAGRI) tiene la facultad de 
redimensionar los BPP, según las leyes nacionales. Para llevar a cabo este proceso, la 
Ordenanza dispone de la creación de una Comisión Técnica Legal, con la responsabilidad 
de monitorear el procedimiento y cumplir con las disposiciones de la Ordenanza.  

▪ Durante la segunda mitad del 2018, miembros de la Comunidad siguen experimentando 
amenazas y ataques por grupos de traficantes de tierras operando dentro de su territorio 
ancestral.4 A pesar de los pedidos de justicia de la Comunidad, incluso en una audiencia en 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos,5 sus tierras tradicionales alrededor de 
la plantación continuaron experimentando la destrucción de bosques, convirtiéndose en un 
“hotspot” de la deforestación en la Amazonía peruana.6  Esta Ordenanza invitará más 
conflictos entre traficantes, monocultivadores, y los líderes de la Comunidad que resistirán 
pacíficamente este esfuerzo, como las otras vulneraciones a sus derechos. 

                                                             
4 El 7 de julio de 2018, en la madrugada, el jefe de la Comunidad, Carlos Hoyos Soria, y uno de sus hermanos, 
Benjamín Hoyos Soria, fueron hacia el monte en su comunidad para realizar trabajos de linderamiento. Tomaron 
un bote y luego caminaron algunas horas. A las 08:30am, cerca del punto conocido como “Tres Mil”, encontraron 
un lindero nuevo, que pertenecería a traficantes de tierras instalados en la zona. Entonces fueron interceptados por 
tres sujetos desconocidos. Estaban encapuchados, vestidos totalmente de negro. Dispararon dos veces. Carlos 
logró correr a unos treinta metros, donde se botó en el suelo. Hubo otros disparos mientras Carlos logró escaparse 
con su hermano. Ninguna de las balas impactó en los comuneros, no obstante, ambos se encontraron en shock y 
Carlos sufrió una dislocación del hombro. Carlos, su esposa y Benjamín salieron de la comunidad para refugiarse 
en la ciudad horas después del ataque. Se interpuso denuncia penal contra quienes resulten responsables; sin 
embargo, el proceso se archivó porque no se podía identificar a los responsables.  
5 https://www.youtube.com/watch?v=ZH809nYti2M&t=2990s  
6 https://maaproject.org/2019/hotspot-
peru2018/?fbclid=IwAR3lFsqFeK2_9kv4z_g2CYu9sXwJLbdmrb0i2AQ8cBiQ_PBo5_bd-T0UB5M  
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▪ El 6 de noviembre de 2018, Lucía Pautrat Oyarzún –presidenta de Kené, Instituto de 
Estudios Forestales y Ambientales– interpuso una demanda de amparo contra el GOREU, 
con la finalidad de que se le ordene “absten[erse] de iniciar, tramitar y/o concluir cualquier 
procedimiento de exclusión y formalización de predios superpuestos al Bosque de 
Producción Permanente de Ucayali, así como de redimensionamiento o reducción”, así 
como de ”emitir constancias de ocupación, posesión y/o explotación económica”. 
La demanda cuestionó la emisión de la Ordenanza Regional Nº 012-2015-GRU/CR, una 
ordenanza anterior semejante, mediante la cual se aprobó la Directiva de “Procedimientos 
para la venta directa de predios revertidos y de dominio privado del Gobierno Regional 
de Ucayali de libre disponibilidad”, que se venía utilizando para facilitar el otorgamiento 
de tierras a traficantes, quienes a su vez la vendían a terceros para la instalación de 
agrocultivos. Los bosques, muchos de los cuales son propiedad comunal de la Comunidad, 
han sido arrasados. 

El Segundo Juzgado Civil de Coronel Portillo y la Sala Especializada en lo Civil y Afines 
de Ucayali rechazaron la demanda por cuestiones de forma, pero no de fondo. Hace un mes, 
el caso fue enviado al Tribunal Constitucional en Lima, para que lo resuelva en última 
instancia.  Su resolución final puede tener impactos sustanciales a la nueva Ordenanza con 
objetivos e impactos eventuales semejantes. 

▪ Para entender los motivos de los autores de esta Ordenanza, el 12 de diciembre de 2018, 
el Director de la Dirección Regional Sectorial de Agricultura del GOREU, el Sr. Isaac 
Huamán Pérez, uno de los autores intelectuales de la Ordenanza, fue detenido junto al 
Director de Titulación y Formalización de Predios, Christofer Hernández Larradala, por 
presuntamente liderar una organización criminal dedicada al tráfico de tierras en Ucayali. 
Actualmente es investigado por la Tercera Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Coronel 
Portillo7 y viene cumpliendo una orden de prisión preventiva de 18 meses. 

▪ El 28 de junio de 2019, la Dirección Regional Sectorial de Agricultura del GOREU, la 
Dirección Regional de Gestión Forestal y de Fauna Silvestre, la Gerencia General del 
GOREU, y los alcaldes de los distritos de Curimaná, Irazola y Nueva Requena, acordaron 
la conformación de un Comité Multisectorial dedicado a la inmediata implementación de 
la Ordenanza, con la finalidad de formalizar la invasión y tráfico de tierras dentro del BPP 
de Ucayali, que tendría impactos directos sobre el territorio ancestral de la Comunidad 
Santa Clara de Uchunya.8 
Una vez aprobados los lineamientos para el procedimiento de exclusión y formalización de 
predios superpuestos por los BPP, se comenzará a formalizar las solicitudes para tierras ya 
hechas y posibilitará la adquisición ilegitima de tierras en una zona con una fuerte presencia 
de traficantes de tierras. Inicialmente estas medidas afectarían de manera directa a más de 
100 mil hectáreas de tierras forestales incluyendo el territorio de la comunidad de Santa 
Clara de Uchunya, que son altamente vulnerables a la expansión de las plantaciones de 
monocultivos por su proximidad a la red vial. A mediano y largo plazo pueden afectar casi 

                                                             
7 Carpeta Fiscal N° 2303-2018. 
8 Ver: http://www.keneamazon.net/nota-de-prensa-004-2019-
kene.html?fbclid=IwAR0nb5yNNTVPvgRAKIVhHZo4txh5yNHYASqMuG3Bz-GatY-FPKmmGgyV-QM  
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3.5 millones de has. de bosques actualmente categorizadas como BPP, además de los 
bosques bajo otras formas de protección, como son los Áreas de Conservación Regional.  

12. Mientras han tomado las acciones descritas anteriormente que permitiría la expansión 
privada de la deforestación y la agricultura en las tierras ancestrales de la Comunidad, en forma 
transparente en términos del motivo discriminatoria, la gerencia de GOREU (con la 
aquiescencia del gobierno nacional) no ha podido facilitar un reconocimiento de siquiera una 
parcela mínima del territorio reclamada por la Comunidad.  Con el cambio de la gerencia del 
GOREU a finales de diciembre 2018 un compromiso político del entonces Gobernador 
Regional, el Sr. Manuel Gambini, de expeditar una pequeña ampliación territorial de 1318 ha 
(ver mapa, ANEXO 2) a favor de la Comunidad a inicios del diciembre de 2018 pasó de nuevo 
incumplido. 9A pesar de los esfuerzos de la Comunidad y su organización representativa, la 
Federación de Comunidades Nativas del Ucayali (FECONAU), la Comunidad sigue sin 
obtener ninguna ampliación de su territorio reconocido.10 En cambio, ha experimentado una 
serie de demoras y múltiples promesas incumplidas por parte del GOREU con respeto a la 
titulación comunal. La Comunidad ha intentado lograr la titulación tanto a través de la vía de 
litigio constitucional,11 como por la vía administrativa.12 Sin embargo, antes que cualquier de 
estos procesos se concluya, las medidas que propone el GOREU amenazan con legitimar la 
presencia de terceros en el territorio ancestral de la Comunidad y fomentar el ingreso de 
muchos más, intensificando la competencia agresiva por el control de las tierras13 y acelerando 
la destrucción del territorio que la Comunidad ha hecho todo esfuerzo para proteger. 
Finalmente, la formalización de la invasión de tierras indígenas causaría enormes obstáculos 

                                                             
9 Resolución Directoral regional No. 440-2018-GRU-DRA, 29 Noviembre 2018, resuelve que “Aprobar el 
plano de demarcación territorial (ampliación) de la comunidad de Santa Clara de Uchunya perteneciente al 
familia lingüística Pano y al grupo etnolingüístico Shipibo-Konibo con una extensión territorial total de: Zona 
A. 1,036,1262ha con un perímetro de 26,482,52 m y Zona B 508,0773ha con un perímetro de 11,831,20m. cuyo 
territorio en ampliación se ubica en la margen derecha del rio Aguaytia, aguas abajo, distrito de Nueva 
Requena, Provincia de Coronel Portillo, Departamento de  Ucayali….” Documento original disponible en caso 
de ser solicitado. 
10 Tal como se describe en la pagina de 2 de esta carta un informe legal interna (Opinión Legal No. 048-2019-
A.L) del GOREU  del 21 de junio 2019 obtenido por los firmantes demuestra que el GOREU esta considerando 
apelaciones formales contra la titulación de la comunidad presentadas por actores asociadas con el trafico de 
tierras en territorio comunal . Disponible bajo solicitud. 
 above an internal legal report of the GOREU on 21/6/2019 (Legal Opinion No. 048-2019-A.L) obtained by the 
signatories shows it is considering formal appeals by actors associated with land trafficking of community 
territory to dismiss the land titling proposal. Spanish only and available on request. 
11 En la vía constitucional –donde posiblemente se ha realizado el mayor avance–, la Comunidad planteó una 
demanda de amparo contra el GOREU, SUNARP y la empresa Plantaciones de Pucallpa S.A. Señalaron como 
sus pretensiones el reconocimiento de la ampliación territorial por parte del GOREU –a fin de reconocer la 
totalidad de su territorio ancestral– y el cese de las operaciones agroindustriales de la empresa en su territorio. La 
demanda se interpuso en mayo de 2016 y fue rechazada –mediante improcedencia liminar– en dos instancias, por 
el Módulo Básico de Justicia de Campo Verde y la Sala Especializada en lo Civil y Afines de Ucayali. El caso fue 
derivado al Tribunal Constitucional, mediante un recurso de agravio constitucional. En septiembre de 2018, el 
alto tribunal revirtió los pronunciamientos anteriores y la admitió a trámite. Desde entonces, la empresa ha 
contestado la demanda e intentado entorpecer el desarrollo del proceso, causando su retardo. Hasta la fecha, no se 
cuenta con una resolución definitiva en el presente caso. 
12 Resolución Directoral Regional No 440-2018-GRU-DRA, 29 de noviembre de 2018aprueba el plano de 
demarcación territorial (ampliación) de la Comunidad Santa Clara de Uchunya. 
13 En septiembre de 2017, seis agricultores del caserío de Bajo Rayal, ubicado en el mismo distrito a la Comunidad, 
fueron torturados y asesinados por traficantes de tierras. Ver: http://www.keneamazon.net/Documents/Press-
Release/Nota-de-Prensa-003-2017-KENE.pdf  
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para la futura titulación de la comunidad, haciéndola casi imposible en la práctica, aun de existir 
un pronunciamiento judicial. 

 

 

13. A la luz de lo anterior, y en el contexto de la implementación inminente de esta nueva 
Ordenanza que pueda causar daños irreparables a los derechos de la Comunidad (incluso el 
medio ambiente de que dependen para su sobrevivencia física y cultural), los solicitantes, en 
nombre de la Comunidad, solicitamos urgentemente al Comité que tome medidas para 
comunicarse urgentemente con el Estado solicitando que inmediatamente: 

a. tomar medidas inmediatas para poner fin a todas las acciones del Gobierno Regional 
de Ucayali orientadas a la implementación de la ordenanza regional N° 010-2018-
GRU-CR, antes de que el Estado haya tramitado completamente el reclamo territorial 
de la Comunidad Nativa de Santa Clara de Uchunya;  

b. crear e implementar medidas inmediatas para colocar las tierras tradicionales 
formalmente solicitadas bajo salvaguardas para que su uso y valor no se dañen de 
manera irreparable, mientras que el reclamo de tierras se considera adecuadamente de 
manera compatible con el derecho internacional, en conjunto con las comunidades 
afectadas y de conformidad con sus normas tradicionales, valores y costumbres. (Esto 
incluiría una prohibición de reclasificación de dichas tierras, nuevas asignaciones, 
licencias y concesiones en dichas tierras, incluidas las expansiones agrícolas). 

c. garantizar que todas las entidades del Estado, incluyendo al Poder Judicial, tomen 
nota de la gravedad de la situación y actúen (también al emitir sus fallos) de acuerdo a 
los deberes y obligaciones del Estado bajo la Convención para la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación Racial. 

14. Además, solicitamos que el Comité notifique los Relatores Especiales sobre las formas 
contemporáneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia, 
y también sobre los derechos de los Pueblos Indígenas respecto a esta situación solicitando que 
tomen las medidas inmediatas y correspondientes a sus mandatos para evitar este daño 
irreparable e inminente. 

15. Le agradecemos nuevamente su urgente consideración sobre este asunto a través de sus 
medidas de alerta temprana y procedimientos de urgencia. No dude en ponerse en contacto con 
nosotros para obtener más información y dar seguimiento. 

                                  

      Dr Conrad Feather 
      Asesor de políticas  
      Forest Peoples Programme 
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Miguel Guimaraes Vásquez  
Presidente 
Federación de Comunidades Nativas del Ucayali 
 

                                                       

 

Dr Juan Carlos Ruiz Molleda 
Abogado y Coordinador 
Área de litigio constitucional y pueblos indígenas 
Instituto de Defensa Legal 
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Luis Hallasi Méndez                                                                       Juliana Bravo Valencia                                                             
Coordinador                                                                                    Coordinadora 
Grupo de Pueblos Indígenas                                                           Grupo de Pueblos Indígenas                                                          
Coordinadora Nacional de Derechos                                              CNDDHH                                                     
Humanos del Perú (CNDDHH)                                                                 
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ANEXO 1 - Ordenanza Regional N° 010-2018-GRU-CR: 
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ANEXO 2: Mapa demostrando la Tierras Ancestrales de la Comunidad y el BPP 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 


